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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

SEGURIDAD SOCIAL / PENSIONES / REQUISITOS / BARRERAS ADMINISTRATIVAS
BARRERAS ADMINISTRATIVAS – Prohibición.
… “De manera tal que, las entidades encargadas de reconocer prestaciones económicas en el sistema general de seguridad social no pueden exigir a los beneficiarios del sistema que pretenden el reconocimiento pensional, el cumplimento de formalidades o requisitos no previstos en la ley, pues ello les es prohibido por expreso mandato constitucional, dadas las implicaciones que tal circunstancia genera respecto de varios derechos fundamentales”
En este contexto, respecto a las pensiones de invalidez, el fondo de pensiones no puede exigir al afiliado la acreditación de requisitos distintos a los contemplados en la normativa vigente al momento de la estructuración de la condición de invalidez, pues, es sabido que, por regla general, esta debe analizarse y resolverse conforme a la legislación aplicable en el momento en que se estructure dicha condición
Radicación No.:

66001-31-05-004-2024-00136-01
Proceso:

Ordinario laboral
Demandante:

Heriberto de Jesús Salazar Orozco
Demandado:


Protección S.A. 
Juzgado de origen: 
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira
Magistrada ponente:
Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA PRIMERA DE DECISIÓN LABORAL
Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Pereira, Risaralda, veinticinco (25) de marzo de dos mil veinticinco (2025)
Acta No. 41 del 20 de marzo de 2025
La Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN como Ponente, OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por HERIBERTO DE JESÚS SALAZAR OROZCO en contra de la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. 
PUNTO A TRATAR


Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por PROTECCIÓN S.A. contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 4 de febrero de 2025. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente:
1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA.
El promotor del litigio solicita que se condene a Protección S.A. a reconocer y pagar la pensión de invalidez desde el 20 de enero de 2022, por un monto equivalente a un salario mínimo mensual legal vigente, junto con los intereses moratorios correspondientes, lo que se demuestre bajo las facultades ultra y extra petita y las costas procesales en su favor 
En apoyo a sus súplicas, el demandante expone que se encuentra afiliado a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Protección S.A. Señala que, mediante dictamen fechado el 31 de agosto de 2022, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda lo calificó con una pérdida de capacidad laboral del 66.57% de origen común, estructurada el 20 de enero de 2022. Este dictamen quedó en firme a partir del 13 de septiembre de 2022, según constancia emitida por el ente calificador el 20 de febrero de 2023. Además, alega que, en los tres años previos a la fecha de estructuración, ha registrado más de 50 semanas de cotización.
Con base en lo anterior, manifiesta que el 19 de septiembre de 2022 presentó la solicitud de pensión de invalidez ante el fondo de pensiones demandado. Sin embargo, el fondo no le reconoció la prestación debido a la falta de un concepto de rehabilitación, el cual le fue negado por la EPS Salud Total el 28 de noviembre de 2022, argumentando que dicho concepto solo se emitía cuando el usuario completaba 120 días de incapacidad.
Informa que el 23 de febrero de 2023 interpuso una acción de tutela con el fin de que se le realizara una nueva calificación o, en su defecto, se emitiera el concepto de rehabilitación. No obstante, el fallo constitucional declaró la carencia de objeto por hecho superado, entre otras razones, porque Protección S.A., mediante oficio No. CO02VJ0163-2023_69808 de fecha 3 de marzo de 2023, notificó que realizaría la anotación administrativa del dictamen en firme, lo que permitía continuar con el trámite.
Finalmente, refiere que el 29 de junio de 2023 insistió en su solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez. Sin embargo, dicha solicitud fue nuevamente rechazada el 19 de octubre de 2023, debido a la ausencia del dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral.
En respuesta a la demanda, PROTECCIÓN S.A. aceptó que el demandante se encuentra afiliado a ese fondo de pensiones, la calificación de pérdida de capacidad laboral y firmeza del dictamen y el trámite constitucional. Sin embargo, señaló que no ha reconocido la pensión de invalidez porque el actor no ha aceptado el historial laboral y, por ende, la petición pensional se encuentra incompleta, a pesar de que ha requerido al demandante en varias oportunidades para que radique la solicitud formal, como lo reglamenta el artículo 2.2.8.1.1 del Decreto 1833 de 2016. Negó los demás hechos y se opuso a las pretensiones, planteando como medios de defensa los siguientes: “petición antes de tiempo”, “inexigibilidad del derecho reclamado”, “inexistencia de la obligación de pagar intereses o indexaciones”, “buena fe”, “prescripción” e “innominada o genérica”. 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primera instancia desestimó las excepciones de mérito propuestas por la parte demandada y declaró que el señor Heriberto de Jesús Salazar Orozco tiene derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez a partir del 20 de enero de 2022, en cuantía de un salario mínimo mensual legal vigente (SMMLV) y por 13 mesadas anuales. En consecuencia, condenó a la AFP Protección S.A. a pagar al señor Heriberto de Jesús la suma de $45.763.500 por concepto de retroactivo pensional, correspondiente al período comprendido entre el 20 de enero de 2022 y el 31 de enero de 2025, previa autorización para descontar el porcentaje correspondiente al sistema de salud.
Asimismo, condenó a la parte demandada al pago de los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a partir del 20 de enero de 2023 y hasta que se efectúe el pago de la prestación.
Finalmente, impuso a Protección S.A. el pago de las costas procesales, fijándolas en un 100% de las causadas.
Para arribar a tal conclusión, la jueza destacó que el demandante acreditó una pérdida de capacidad laboral del 66.57%, estructurada el 20 de enero de 2022, conforme al dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 31 de agosto de 2022.
Además, subrayó que la parte demandada estuvo de acuerdo con el dictamen, ya que el 22 de septiembre de 2022 expresó su decisión de no interponer recursos contra el mismo.
En cuanto a la historia laboral, la jueza indicó que el demandante acreditaba más de 50 semanas de cotización. En este punto, destacó que la controversia se centraba en determinar si esas semanas debían ser aprobadas por el demandante para ser computadas. 
Explicó que el requisito de aprobación de la historia laboral hace referencia al procedimiento administrativo mediante el cual se valida formalmente el registro de las semanas cotizadas y se confirma la información laboral del individuo. Señaló que, aunque este procedimiento es relevante para esclarecer los derechos del trabajador, la existencia o validez de las semanas cotizadas no depende exclusivamente de su aprobación formal, ya que la legislación de seguridad social está diseñada para proteger los derechos de los trabajadores, garantizando que los procedimientos administrativos no se conviertan en obstáculos que impidan el acceso a las prestaciones a las que tienen derecho. 
En ese orden enfatizó que la falta de aprobación de la historia laboral no puede ser utilizada como justificación para negar la existencia de las semanas cotizadas o para deslegitimar los derechos del demandante, porque la legislación y los principios del derecho laboral y de la seguridad social respaldan una interpretación que favorece el acceso a las prestaciones por invalidez, basándose en la realidad de la contribución y no en formalidades administrativas subsiguientes.

Por lo tanto, la jueza concluyó que el demandante tiene derecho a la pensión de invalidez a partir del 20 de enero de 2022, fecha de estructuración de su invalidez, por 13 mesadas anuales y en cuantía de un salario mínimo. También señaló que el fenómeno extintivo de la prescripción se interrumpió con la reclamación presentada el 19 de septiembre de 2022, y que la demanda fue radicada dentro de los tres años siguientes, el 4 de julio de 2024.

En cuanto a los intereses, precisó que la pensión de invalidez se reconoce a solicitud del interesado y, conforme al artículo 9 de la Ley 797 de 2003, el fondo tiene un plazo de 4 meses para resolver la solicitud, razón por la cual, vencido este plazo, proceden los intereses moratorios regulados por el artículo 141 de la Ley 100 de 1993. Así, dispuso que el fondo demandado debía pagar los intereses, ya que, aunque resolvió la solicitud dentro de los 4 meses, el 28 de septiembre de 2022 negó la prestación de manera injustificada, basándose en un requisito no establecido en la ley.
3. RECURSO DE APELACIÓN 
Inconforme con la decisión, la parte pasiva de la litis solicitó que fuera revocada en su totalidad, argumentando que el fondo de pensiones no impuso barreras administrativas al afiliado, sino que únicamente le requirió el cumplimiento de los requisitos establecidos para radicar la solicitud de la prestación, pues en caso contrario le era imposible verificar si el demandante acreditaba los requisitos contemplados en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 860 de 2003. 


Sostiene que el proceso de reconocimiento pensional comprende cinco etapas: La verificación de que la historia laboral no presente inconsistencias; el reconocimiento del bono pensional, en caso de que proceda; la existencia de una calificación en firme, destacando que en el presente caso el fondo se adhiere a la emitida por la Junta Regional de Calificación de Risaralda; y, la notificación formal del inicio de la solicitud por parte de Protección, previa asesoría adecuada. No obstante, reitera que la solicitud formal no puede ser la presentación de un simple derecho de petición. 
Expone que el fondo de pensiones informó al demandante sobre la necesidad de cumplir con los requisitos antes mencionados para poder presentar la solicitud. Sin embargo, el afiliado mostró renuencia a corregir la petición conforme a lo requerido.
Por último, apeló la condena impuesta por los intereses moratorios y las costas, señalando que el cumplimiento de los requisitos establecidos para la radicación de una solicitud pensional no constituye un capricho, sino una obligación necesaria. En ese sentido, sostiene que el presente proceso se originó por la renuencia del afiliado a adecuar la solicitud conforme a lo establecido y, por tanto, solicita la revocatoria de las condenas fulminadas en su contra. 
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN
Analizados los alegatos escritos presentados por el demandante, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del artículo 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con el problema jurídico que se expresará más adelante. 

5. PROBLEMA JURÍDICO
El problema jurídico se centra en determinar si la exigencia del fondo de pensiones para que el demandante cumpla con los requisitos administrativos establecidos para tramitar la solicitud de pensión de invalidez constituye una barrera administrativa indebida o si, por el contrario, es una medida necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos dispuestos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 860 de 2003.
De acuerdo con la respuesta anterior, se definirá si el fondo demandado debe pagar los intereses moratorios y costas procesales impuestos en primera instancia.  
6. CONSIDERACIONES

6.1. Petición de la pensión de invalidez de origen común ante el fondo de pensiones.
El artículo 2.2.8.1.1 del Decreto 1833 de 2016 regula la acreditación de la documentación requerida como requisito para el trámite de la pensión de la siguiente manera:

“Para los efectos del parágrafo 1 del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003, la obligación de los fondos encargados de reconocer la pensión, dentro del término legal establecido, procederá una vez se presente la solicitud de reconocimiento junto con la documentación requerida para acreditar el derecho, a través de la cual se aprueben los presupuestos de hecho y de derecho de la norma que confiere la respectiva prestación de vejez, de invalidez o de sobrevivientes.”
Ahora, la Constitución Política, en su artículo 84, precisa que “cuando un derecho o una actividad haya sido reglamentado de manera general, las autoridades públicas, no podrán establecer, ni exigir permisos, licencias o requisitos adicionales para su ejercicio”.
En cuanto a la solicitud de prestaciones económicas ante los fondos pensionales, la Corte Constitucional, en la sentencia T-569 de 2023, expresó lo siguiente:
“74. En un Estado Social de Derecho, caracterizado por la seguridad jurídica y por la imparcialidad en la toma de decisiones, las entidades encargadas de reconocer prestaciones económicas en el sistema general de seguridad social no pueden exigir a los beneficiarios del sistema, que pretenden la obtención de un derecho pensional, el cumplimento de formalidades o requisitos no previstos en la ley, puesto que el derecho mismo nace en el momento en que la persona reúne los requisitos dispuestos por la legislación para ser beneficiaria y no cuando la autoridad disponga su reconocimiento. Por lo tanto, la imposición de exigencias no previstas en la ley vulnera el derecho fundamental al debido proceso administrativo, en su componente de legalidad[37], pues impone trabas no solo extralegales, sino que, según el caso, pueden resultar contrarias a la vigencia y eficacia de otros derechos fundamentales, en particular, al derecho a la seguridad social.
76. De manera tal que, las entidades encargadas de reconocer prestaciones económicas en el sistema general de seguridad social no pueden exigir a los beneficiarios del sistema que pretenden el reconocimiento pensional, el cumplimento de formalidades o requisitos no previstos en la ley, pues ello les es prohibido por expreso mandato constitucional[39], dadas las implicaciones que tal circunstancia genera respecto de varios derechos fundamentales.” 
(Negrillas nuestras para resaltar).
En este contexto, respecto a las pensiones de invalidez, el fondo de pensiones no puede exigir al afiliado la acreditación de requisitos distintos a los contemplados en la normativa vigente al momento de la estructuración de la condición de invalidez, pues, es sabido que, por regla general, esta debe analizarse y resolverse conforme a la legislación aplicable en el momento en que se estructure dicha condición.
6.2. 
Naturaleza resarcitoria de los intereses moratorios
Señala el artículo 141 de la ley 100 de 1993, que “a partir del 1º de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensiónales de que trata esta ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago”.
De acuerdo, con posición Mayoritaria de Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dichos intereses se causan desde que se vence el término legal con el que cuentan las administradoras de pensiones para reconocer y pagar la prestación económica (CSJ SL 4299 de 2022, CSJ SL 747 de 2024)
La norma en comento opera como un mecanismo resarcitorio que se activa ante la tardanza en el pago de las mesadas pensionales derivadas de los riesgos de invalidez, vejez y muerte. El resarcimiento previene de la pérdida del poder adquisitivo del dinero y busca reparar el daño patrimonial que supone la demora en el pago de las obligaciones pensionales a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones.

El carácter particularmente resarcitorio del interés previsto en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo emparenta al mundo de las obligaciones objetivas, pues la norma en comento no se detiene en miramientos particulares o subjetivos, ya que solo basta la mora para que, de iure, asome la obligación de pagar intereses moratorios. En cambio, frente a las sanciones, por su relación directa con la conducta del autor del daño antijurídico, es posible que se hable de causales o circunstancias de exoneración, dentro de la que perfectamente cabe, por ejemplo, la buena fe del moroso. Empero, esto no es lo que ocurre cuando nos referimos a los intereses previstos en el artículo 141 de la ley 100 de 1993.

En este mismo sentido se ha pronunciado en múltiples providencias la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a partir de la sentencia CSJ SL, 23 sep. 2002, rad. 18512donde indicó que con este tipo de intereses se pretende la reparación de los perjuicios causados a quien teniendo derecho a la pensión no recibe oportunamente su valor. De allí se abstrae una naturaleza resarcitoria y no sancionatoria. En este orden, el concepto de buena o mala fe del deudor o las circunstancias particulares que hayan conducido a la discusión del derecho no pueden ser considerados para establecer la procedencia de los intereses moratorios. 
Cabe aclarar que, por vía de una interpretación jurisprudencial más cercana en el tiempo, La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha consentido algunas excepciones a la línea jurisprudencial imperante, pues no la recoge del todo, pero la “modera”, de este modo no hay lugar a la imposición de los citados intereses: i) cuando la administradora de pensiones niega el derecho con apego minucioso a la ley vigente aplicable al caso concreto; ii) cuando el reconocimiento de la prestación obedece a un cambio de criterio jurisprudencial que obviamente dicha entidad no podía prever para el específico momento de la respuesta a la reclamación; o iii) cuando la administradora niega la prestación pensional por existir disputa entre sus posibles beneficiarios (ver sentencias CSJ SL787-2013, CSJ SL10637-2014, CSJ SL11234-2015 CSJ SL1399-2018 y CSJ SL 2448 de 2024)
6.3. Caso concreto. 

Como se explicó anteriormente, la jurisprudencia de la Sala Laboral ha precisado que el derecho a la pensión de invalidez debe analizarse y resolverse conforme a la norma vigente al momento de la estructuración de dicha condición. En este sentido, el fondo de pensiones no podía exigir al afiliado la acreditación de requisitos distintos a los establecidos en el artículo 1 de la Ley 860 de 2003, que establece como condiciones para acceder a la pensión de invalidez por riesgo común lo siguiente:
“Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración. (…)”.
Dicho lo anterior, no es objeto de discusión en esta instancia que el demandante cumple con ambos requisitos objetivos, ya que mediante dictamen de pérdida de la capacidad laboral No. 9990549-888 del 31 de agosto de 2022, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda le determinó al promotor de la litis una pérdida de capacidad laboral del 66.57%, de origen común, estructurada el 20 de enero de 2022
, y según la historia laboral emitida por Protección S.A. el 16 de septiembre de 2022, acredita 124,85 semanas dentro del trienio previo a la fecha de estructuración.
A pesar de lo anterior, el fondo demandado sostiene que el afiliado no tiene derecho al reconocimiento judicial de la prestación económica porque no presentó adecuadamente la solicitud pensional.
El material probatorio demuestra que el 19 de septiembre de 2022, el demandante presentó la solicitud de reconocimiento de pensión de invalidez ante el fondo de pensiones demandado, mediante apoderado judicial
; sin embargo, el fondo rechazó la solicitud el 28 de septiembre de 2022, argumentando que el procedimiento interno del fondo requiere que “el beneficiario debe comunicarse a la Línea de Servicio para que le sea realizada una pre-asesoría y le indiquen los documentos necesarios para dar inicio a la solicitud pensional, una vez la documentación ha sido aportada en su totalidad, deberá acerarse a una de nuestras oficinas de atención al público, para radicar el Formato de Solicitud de Prestación Económica.”
Más tarde, el 23 de febrero de 2023, el demandante presentó una acción constitucional para que se ordenara a Protección S.A. emitir una calificación de pérdida de capacidad laboral o, en su defecto, que la EPS emitiera el concepto de rehabilitación, con el fin de cumplir los requisitos impuestos por la AFP. En respuesta a esta acción, respecto del recurso de apelación, el fondo de pensiones reiteró que el demandante no había radicado formalmente la solicitud pensional, que consta de cinco pasos:
1. Que los documentos solicitados estén entregados y aprobados por Protección S.A.
2. Que la historia laboral del afiliado esté completa y sin inconsistencias.
3. Que el bono pensional (si corresponde) haya sido emitido o reconocido.
4. Que el beneficiario, reportado con una condición de invalidez, cuente con dictamen de pérdida de capacidad laboral.
5. Que Protección S.A. haya notificado el inicio formal de la solicitud.
En relación con el primer y el cuarto punto, es evidente que, para el 19 de septiembre de 2022, cuando el demandante presentó la solicitud pensional, el dictamen de pérdida de capacidad laboral estaba en firme desde el 13 de septiembre de 2022, conforme a la constancia de ejecutoria emitida por la Junta Regional. Incluso si se considera que el dictamen solo cobró ejecutoria el 22 de septiembre de 2022, cuando el fondo de pensiones manifestó su adhesión al dictamen de pérdida de capacidad laboral, en cualquiera de los dos casos, para el 28 de septiembre de 2022, que la demandada negó la prestación, el gestor ya contaba con el dictamen de calificación para demostrar su estado de invalidez y la historia laboral para acreditar la densidad de semanas.
Respecto al segundo punto, la exigencia de que la historia laboral del afiliado se encuentre completa y sin inconsistencias, es importante señalar que tanto la Corte Constitucional como la Corte Suprema de Justicia han sido claras en su jurisprudencia al establecer que el reporte de la historia laboral se presume cierto y veraz, y las inconsistencias en ella, por ejemplo, debido a la validación de los aportes, no pueden perjudicar al afiliado.
Así se pronunció la Corte Constitucional en las sentencias T-482 de 2012, T-774 de 2015, T-079 de 2016, SU-182 de 2019 y T-101 de 2020, donde estableció que las Administradoras de fondos de pensiones tienen la obligación de “custodia, conservación y guarda de la historia laboral y de los documentos que resulten indispensables para el reconocimiento de las prestaciones”, al punto que deben adoptar las medidas necesarias para enmendar las imprecisiones que puedan advertirse en la historia laboral, sin que sea admisible que por su omisión trasladen a sus afiliados cargas administrativas que no les son imputables y, por tanto, tampoco las consecuencias negativas del mal manejo de la información a su cargo.
Asimismo, la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia CSJ SL 3509 de 2024, que rememora la SL 5170-2019, señaló que “el reporte de cotizaciones expedido por las administradoras de pensiones se presume cierto y veraz, y su contenido es vinculante para estas entidades, en virtud del principio de buena fe”, y en las sentencias CSJ SL 3550 de 2024 y CSJ SL 3691 de 2021, expresó lo siguiente:
“[…] las demoras en el acceso a las prestaciones pensionales repercuten en la postergación de contingencias de personas que requieren con prontitud la protección del sistema, como ocurre precisamente en los casos en que se exige una pensión de invalidez, y ello presupone por sí mismo una situación de vulnerabilidad. De ahí que, si en esta gestión existen infracciones por parte de los entes administradores de pensiones, es impensable que las consecuencias negativas que ellas deriven puedan trasladarse a los afiliados, y menos cuando las mismas no les son atribuibles.

En ese sentido, el efecto del incumplimiento de los deberes de gestión guarda, conservación y verificación del contenido de la historia laboral debe ser asumido por la entidad administradora, pues esta cuenta con los recursos e infraestructura necesaria y suficiente para identificar con anticipación las inconsistencias que se presenten.

Y mucho menos es dable pretender trasladar a la persona afiliada las consecuencias negativas de su propia negligencia en la gestión de los aportes. En efecto, si se acredita que el afiliado cumple las condiciones legales para acceder a la prestación, como el número mínimo de aportes en el caso de las pensiones de invalidez y una inferencia plausible de que están respaldadas en una relación laboral, las inconsistencias de las historias laborales derivadas de la negligencia de las entidades administradoras, como en la omisión del cobro, recaudo o validación de los respectivos aportes, no pueden afectar a la persona afiliada.”
En este sentido, es evidente que no era necesario revisar los tiempos cotizados y reportados en la historia laboral, ya que ni el actor ni el fondo cuestionaron los aportes contenidos en ella.
Ahora, el trámite del bono pensional sí requiere de la aceptación de los tiempos que constituyen el instrumento de deuda pública, como lo detalló de forma sucinta el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional en la sentencia T- 083 de 2023, en el cuadro que se cita: 
	Tabla 4. Procedimiento para la liquidación, emisión y expedición de los bonos pensionales tipo A[60]

	Conformación de la historia laboral del afiliado[61]
	Luego de la solicitud que allegue el afiliado a su fondo de pensiones, dentro de los 30 días hábiles siguientes el fondo conformará la historia laboral del afiliado con base en los archivos que posea y la información que le sea suministrada por el mismo afiliado. En esa medida solicitará a quienes hayan sido empleadores del afiliado, a las cajas, fondos o entidades de previsión social a las que hubiere cotizado, que confirmen, modifiquen y/o nieguen toda la información laboral que pueda incidir en el valor del bono. Esto será ingresado al sistema de la OBP.

	Solicitud de liquidación provisional del bono[62]
	Una vez verificada la historia laboral del afiliado, el fondo de pensiones dará traslado de la información al emisor[63] para que dé inicio al proceso de liquidación provisional del bono. Antes de la emisión del bono se pueden producir varias liquidaciones provisionales, lo que depende de la información y de la aceptación de la misma por parte del afiliado.

	Notificación de la liquidación provisional
	Realizada la liquidación provisional, el fondo debe dar a conocer la correspondiente liquidación al afiliado para que dé su consentimiento y si no, se debe hacer las correcciones. Luego se deberá hacer una nueva solicitud a la OBP para la liquidación provisional.

	Emisión del bono pensional
	Aprobada la liquidación, se emitirá el bono mediante resolución por parte del emisor

	Expedición del bono pensional
	Es el momento “de suscripción del título físico o del ingreso de la información al depósito central de valores”[64]. Cabe mencionar que la expedición puede darse por redención normal o anticipada[65].

	El pago del bono
	Es cuando se depositan los dineros en la cuenta de ahorro individual del beneficiario.


En el caso del gestor de la litis, la densidad de semanas reportadas previo al traslado de régimen pensional, esto es, 11.57, resultaba, a todas luces, insuficiente para generar un Bono tipo A, pues este se expide para aquellas personas que previo traslado del RPM al RAIS contaban con 150 semanas o más de cotización, en modalidad 1 cuando la primera vinculación laboral válida se inició después del 30 de junio de 1992, o en modalidad 2 cuando la primera vinculación fue antes del 1 de julio de 1992. (Decreto 1748 de 1995). 

Por lo anterior, resultaba desproporcionado exigir la aceptación del tiempo laborado, pues no había lugar al cobro de bono pensional. Incluso, en ese contexto, ninguna norma establece que el reconocimiento de la pensión de invalidez deba quedar supeditado a la “aceptación de la historia laboral”. Por el contrario, el parágrafo 1º del artículo 9 de la Ley 797 de 2003 establece que “Los Fondos no podrán aducir que las diferentes cajas no les han expedido el bono pensional o la cuota parte”, al momento de resolver sobre una solicitud pensional.
Ahora bien, la reconstrucción de la historia laboral y la conformación o consolidación del saldo de la cuenta de ahorro individual se puede seguir surtiendo sin perjuicio de que se reconozca la pensión de invalidez al accionante, porque cualquier variación en la historia laboral, e incluso la posibilidad de una emisión futura de un bono (que no es este el caso), tendrá efectos sobre el monto de la "la suma adicional que sea necesaria para completar el capital que financie el monto de la pensión" (con cargo al seguro previsional - Art. 70 Ley 100), lo cual es un controversia que no involucra al afiliado sino a la AFP y a la Aseguradora del Riesgo Previsional, menos aún en un caso donde se cumplen los requisitos objetivos sin necesidad del traslado de los aportes adicionales, ya que el actor registra dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez más de 50 semanas de cotización.
En virtud de lo anterior, la Corporación coincide con lo resuelto por la a-quo, esto es, que el fondo de pensiones impuso barreras administrativas al demandante para acceder a su derecho. Como se ha estudiado, no podía exigirle requisitos adicionales a la acreditación de los presupuestos legales, esto es, el estado de invalidez y la densidad de semanas, requisitos que el demandante cumple desde que radicó la solicitud el 19 de septiembre de 2022, por lo que, a partir de ese momento contaba con un plazo de 4 meses para resolver la petición de invalidez
, conforme se ha advertido jurisprudencialmente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 del Decreto 656 de 1994 que reza: “El Gobierno Nacional establecerá los plazos y procedimientos para que las administradoras decidan acerca de las solicitudes relacionadas con pensiones por vejez, invalidez y sobrevivencia, sin que en ningún caso puedan exceder de cuatro (4) meses.”

Finalmente, en cuando a los intereses moratorios, con sustento en lo argumentos que preceden de los cuales se extrae que no existía justificación alguna para que la administradora pensional omitiera el reconocimiento de la pensión de invalidez y, teniendo en cuenta que a la fecha sigue sin reconocer la mentada deuda, forzoso resulta confirmar el reconocimiento de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde el 20 de enero de 2023, esto es a partir del cuarto mes siguiente a la petición pensional (19 septiembre de 2022), término máximo con que contaba el fondo de pensiones para resolver la reclamación, como bien lo dispuso la jueza, ya que, dichos intereses al tener un fin resarcitorio y no sancionatorio se fulminan con independencia de los factores subjetivos, salvo las excepciones jurisprudenciales que se mencionaron líneas atrás, pero que no se ajustan a lo resuelto en esta oportunidad. 

Respecto a la solicitud de la AFP Protección S.A., de que no se le condene en costas, suficiente es con indicar que al haber existido controversia e incluso oposición frente al debate jurídico puesto en conocimiento de la Judicatura, conforme lo faculta el artículo 365 del CGP, hay lugar a condenar en costas a quien resulta vencido en la contienda, como lo resaltó la Sala de Casación Laboral por medio de la sentencia STL 10364-2020 a través de la cual instó a esta Corporación a emitir condena en costas con independencia de los factores subjetivos de la persona vencida en juicio o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación.

Corolario de lo expuesto, se confirmará en su totalidad la sentencia recurrida y consultada. Dado el fracaso del recurso de apelación interpuesto por Protección S.A., y en cumplimiento del numeral 1 del artículo 365 del Código General del Proceso, se impondrán las costas al recurrente en favor del demandante. Liquídense por la secretaria del juzgado origen.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Risaralda), Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 4 de febrero de 2025 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario laboral instaurado por Heriberto de Jesús Salazar Orozco en contra de la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías- Protección S.A.
SEGUNDO: Condenar en costas procesales de segunda instancia a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías- Protección S.A. en favor del señor Heriberto de Jesús Salazar Orozco. Liquídense por la secretaria del juzgado de origen. 
Notifíquese y cúmplase.
La Magistrada ponente,
Con firma electrónica al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado,
Con firma electrónica al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Ausencia justificada en sala de discusión
GERMAN DARIO GOEZ VINASCO
� Archivo 02, páginas 3-10 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 02, páginas 142-143 cuaderno de primera instancia. 


� Ver sentencia SU-975 de 2003.
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